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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el accionante, señor JHON JAIRO GIRALDO GUTIÉRREZ, contra el fallo de tutela proferido el veintiuno (21) de julio de dos mil seis (2006) por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta en contra del Centro Penitenciario y Carcelario “La Cuarenta” de esta ciudad.
2.- DEMANDA 

Refiere el accionante que en su calidad de Defensor Público del Risaralda, elevó el día seis (6) de junio de dos mil seis (2006) memorial petitorio dirigido al señor Director del Centro Penitenciario y Carcelario la Cuarenta de Pereira, para que se le indicara el trámite dado a una petición de cambio de fase hecha por el interno JHON FREDY MUÑOZ. A la fecha de interposición de la demanda, ya habían pasado veinte (20) días hábiles sin que se hubiera obtenido la respuesta pertinente.

Considera vulnerado el artículo 23 Constitucional, denominado derecho de petición, y por consiguiente solicita del Juez Constitucional su amparo, mediante la orden a la entidad accionada para que proceda a responder la solicitud. 
3.- FALLO 

El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, previa obtención de respuesta pertinente donde se ejerció el derecho de defensa y contradicción por parte de la Dirección Regional del Viejo Caldas del INPEC -Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario- definió el asunto negando la solicitud de amparo deprecada.
Para ello, se fundamentó en la contestación suministrada durante el trámite, en el sentido que se le había remitido al actor oficio en el que se le informaba que para ese momento (12 de julio) no se encontraba detenida ninguna persona con el nombre de JHON FREDY MARTÍNEZ, pero además se le solicitaba al peticionario aclarar al Centro Penitenciario si en verdad el interno al que hacía referencia correspondía a ese nombre, cuál era su número de identificación, en qué patio se encontraba recluido y cuál era su segundo apellido; datos de vital importancia para lograr establecer la identidad del detenido. 
Concluyó entonces que ya habían desaparecido tanto el hecho motivo de la acción interpuesta, como su objeto, dado que así hubiese sido tardíamente, se había suministrado una respuesta, que si bien no se pronunciaba de fondo sobre la petición, era claro que el profesional del derecho accionante debía aportar la información requerida para identificar plenamente al recluso, toda vez que no existían elementos suficientes que permitieran a la entidad suministrar una contestación precisa. En esas condiciones, se presentaba la situación contemplada en el artículo 12 del Código Contencioso Administrativo. 
4.- IMPUGNACIÓN

Cuando se le presentó la respectiva acta de notificación de la decisión adoptada en la instancia, el actor manifestó por escrito que apelaba la determinación, sin que se conociera sustentación alguna.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor JHON JAIRO GIRALDO GUTIERREZ, en su calidad de accionante, contra el fallo proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
Un primer aspecto al que debe hacerse obligada referencia, está relacionado con la integración del contradictorio en el presente asunto. Nótese al respecto que la demanda estaba dirigida en contra de la Dirección del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, incluso en el auto que la admitió así se consignó; no obstante, a pesar de ordenarse en la providencia que se le corriese traslado al Director de este Penal, el mismo se hizo a otra entidad diferente, dado que no puede considerarse que el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC- y el Director del Centro de Reclusión de esta ciudad, sean la misma persona, como quiera que se trata de las cabezas que regentan organismos del Sistema Penitenciario, cada uno con sus propias obligaciones y atribuciones, uno en el orden regional y el otro, al nivel específico de la Cárcel de Circuito.

Por manera, que a nuestro modo de ver, dado que estaba claramente definido cuál era la autoridad de la cual se pregonaba la vulneración del derecho de petición, era a ella y no a otra a quien se debió notificar la demanda instaurada. Afortunadamente, y quizá por su condición de superior jerárquico del verdadero accionado, el Director Regional del Inpec se pronunció sobre la misma y brindó los elementos de juicio suficientes para que se arribara a la decisión adoptada. Tal circunstancia, permite concluir que se solucionó el yerro inicial y por tanto, habida cuenta que de todas maneras se ejercitó el derecho de defensa y contradicción en debida forma, al punto que fue factor preponderante para la definición del caso a favor de los intereses de la entidad accionada, lo aquí anotado queda sólo como observación para que la anomalía detectada sea evitada hacia el futuro por parte del Despacho de primer nivel.

Aclarado lo anterior y ya en el fondo del asunto que corresponde desatar a la Sala, debe decirse que así no sea obligatorio sustentar los motivos de inconformidad con las decisiones adoptadas; en el presente evento se echa de menos la posición del abogado impugnante para que le señale a la Sala, en concreto, cuáles son las razones de su disenso con el fallo proferido. Se dice así, porque de todas formas, a pesar de haberse producido una tardía respuesta por parte de la Dirección de la Cárcel de este Distrito Judicial, en la misma se le invita a que precise mayores elementos que permitieran la identificación plena de la persona cuyo traslado de fase había sido pedido. 
Así las cosas, durante el trámite no se observa manifestación alguna al respecto que permita orientar a este Juez Constitucional de segunda instancia sobre lo realmente ocurrido en relación con la petición elevada.
En esas condiciones y de conformidad con lo que obra en la actuación, debe manifestar esta Corporación que comparte la conclusión a la que se arribó por parte del señor Juez del conocimiento, habida cuenta de haberse producido la respuesta -así fuera extemporánea- que el actor buscaba. Si bien es cierto, no se produjo un pronunciamiento de fondo, el mismo quedó condicionado al concurso del mismo petente, quien debería aportar la información necesaria para determinar de qué persona se trataba en realidad, complemento que no se envió a la autoridad penitenciaria involucrada, o por lo menos se desconoce algún dato a ese respecto.
Debe advertirse -no obstante haberse suministrado una contestación parcial- que la actuación surtida dentro del Establecimiento Carcelario accionado, se apartó de los lineamientos legales que regulan lo relacionado con el derecho de petición, toda vez que ante las dificultades encontradas para responder el requerimiento, lo adecuado era haber informado de inmediato tal situación al peticionario y no esperar hasta que se interpusiera la acción de tutela, para proceder a su contestación. 
Vale la pena recordar el contenido del artículo 6º del Código Contencioso Administrativo, que de manera precisa señala la manera de proceder en eventos como el que ahora concita la atención de la Sala: “… Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta.”
Finalmente, considera la Sala, que el fallo impugnado, está debidamente fundamentado en las pruebas recopiladas en el trámite y la decisión adoptada consultó las directrices jurisprudenciales existentes, razón por la cual, será confirmado. 
6.- DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con los argumentos expuestos.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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